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SÍNTESIS 

 

Demanda de amparo. Colegio El Roble, sociedad civil, promovió juicio de amparo 

indirecto en contra del Acuerdo 10/09/23 por el que se establecen las normas 

generales para la evaluación del aprendizaje, acreditación, promoción, 

regularización y certificación de las alumnas y los alumnos de educación preescolar, 

primaria y secundaria (en adelante Acuerdo 10/09/23), entre otros actos, bajo la 

premisa de que atenta contra la excelencia educativa. 

 

Sentencia de amparo indirecto. El juzgado de distrito, entre otros aspectos, 

determinó negar el amparo pues, del estudio de su contenido, no se acreditó 

fehacientemente que los componentes curriculares que establecen los planes y 

programas de estudio atenten contra la excelencia académica del alumnado. 

 

Recurso de revisión. La parte quejosa interpuso recurso de revisión en el que 

señaló, sustancialmente, que la sentencia recurrida vulnera el principio de 

educación de excelencia en términos del artículo 3o., fracción VI, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), pues el juzgado de distrito 

consideró, de forma errónea, que el Acuerdo 10/09/23 es constitucionalmente válido 

al permitir el tránsito del alumnado de un ciclo escolar a otro por el simple hecho de 

tener un mínimo y, por ende, incorrectamente refiere que resulta acorde a una 

educación de calidad y la erradicación de la ignorancia. Sin embargo, la 

flexibilización del proceso de transición escolar no resulta constitucionalmente 

válida. 

 

Resolución del tribunal colegiado. El recurso de revisión correspondió al 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, 

órgano jurisdiccional que lo registró bajo el expediente del amparo en revisión 

242/2024 y solicitó a esta SCJN que ejerciera su facultad de atracción. 

 

Trámite ante esta SCJN. En sesión de veinticinco de septiembre de dos mil 

veinticinco, el Pleno de esta SCJN determinó reasumir su competencia originaria 

para conocer del amparo en revisión 242/2024 del índice del Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito. La Presidencia de la 

SCJN, mediante acuerdo de treinta de septiembre de dos mil veinticinco, se avocó 

del conocimiento del asunto al que correspondió el expediente del amparo en 

revisión 419/2025 y ordenó su turno a la Ministra Lenia Batres Guadarrama para la 

formulación del proyecto correspondiente. 
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ÍNDICE TEMÁTICO 

 

 Apartado Criterio y decisión Págs. 

 
ANTECEDENTES Y 

TRÁMITE 

Se resumen los antecedentes del 

asunto. 
1-4 

I.  COMPETENCIA 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación (SCJN) es competente para 

conocer del presente asunto.   

4-5 

II. 
OPORTUNIDAD Y 

LEGITIMACIÓN 

El recurso de revisión fue oportuno e 

interpuesto por parte legítima conforme 

a lo acordado por el tribunal colegiado de 

circuito. 

5 

III. PROCEDENCIA 

1. En primer término, queda firme el 

sobreseimiento decretado respecto de la 

la omisión de la Comisión Nacional para 

la Mejora Continua de la Educación de 

formular recomendaciones sobre la 

viabilidad de mejoras respecto de la 

implementación de las disposiciones 

contenidas en el Acuerdo 10/09/23. 

 

2. En segundo término, el Pleno de esta 

SCJN no advierte de manera oficiosa la 

actualización de alguna causa de 

improcedencia o motivo de 

sobreseimiento, por lo que el presente 

asunto amerita el estudio de fondo 

correspondiente. 

 

1. En tercer término, la parte recurrente no 

combatió la determinación del juzgado 

de distrito de declarar infundado el 

concepto de violación relativo a que el 

acuerdo reclamado debía contemplar 

una consulta previa en la que 

participaran niñas, niños y adolescentes. 

Por ende, dicha determinación no 

formará parte de la materia de análisis 

en el presente asunto. 
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IV.  
ESTUDIO DE 

FONDO 

3. Son infundados los agravios planteados 

por la parte quejosa en el recurso de 

revisión respecto de la 

constitucionalidad del Acuerdo 10/09/23 

emitido por la SEP, mediante el cual se 

establecen normas generales de 

evaluación de alumnas y alumnos de 

educación preescolar, primaria y 

secundaria, conforme a los agravios 

planteados en el recurso de revisión 

interpuesto por la parte quejosa. 
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El primer agravio, relativo a que la 

sentencia recurrida vulnera el derecho a 

la educación de excelencia y restringe la 

calidad de su impartición, resulta 

infundado puesto que el juzgado de 

distrito valoró, correctamente, que el 

Acuerdo 10/09/03 cumple con la 

finalidad constitucional de garantizar la 

impartición de educación básica de 

excelencia en congruencia con el 

interés superior de niñas, niños y 

adolescentes. 

 

El segundo agravio, relativo a que 

resultó incorrecto que el juzgado de 

distrito hubiera sostenido la 

constitucionalidad del acuerdo 

reclamado aun cuando la autoridad 

responsable fue omisa en rendir su 

informe justificado, resulta infundado.  

 

Lo anterior, pues aun cuando la SEP no 

rindió su informe justificado, la 

existencia de la emisión del Acuerdo 

10/09/23 se acreditó a partir de su 

publicación en el DOF de veintisiete de 

noviembre de dos mil veintitrés. 

 

V.  DECISIÓN 

PRIMERO. Queda firme el 

sobreseimiento decretado conforme al 

punto considerativo tercero de esta 

sentencia. 

 

SEGUNDO. En la materia de la revisión, 

se confirma la sentencia recurrida. 

 

TERCERO. La Justicia de la Unión no 

ampara ni protege a la parte quejosa 

respecto del Acuerdo 10/09/23 por el 

que se establecen las normas 

generales para la evaluación del 

aprendizaje, acreditación, promoción, 

regularización y certificación de las 

alumnas y los alumnos de educación 

preescolar, primaria y secundaria. 
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Ciudad de México. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión 

correspondiente al *** de dos mil veintiséis, emite la siguiente: 

 

SENTENCIA 
 

Mediante la cual se resuelve el amparo en revisión 419/2025 interpuesto en contra 

de la sentencia dictada en el juicio de amparo indirecto 1537/2023 del índice del 

Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de México. 

 

El problema jurídico por resolver en el Pleno de la SCJN consiste en determinar la 

constitucionalidad del Acuerdo 10/09/23 por el que se establecen las normas 

generales para la evaluación del aprendizaje, acreditación, promoción, 

regularización y certificación de las alumnas y los alumnos de educación preescolar, 

primaria y secundaria (en adelante Acuerdo 10/09/23). 

 

ANTECEDENTES Y TRÁMITE 

 

1. Hechos. El veintisiete de septiembre de dos mil veintitrés fue publicado en el Diario 

Oficial de la Federación (DOF) el Acuerdo 10/09/23 emitido por la Secretaría de 

Educación Pública (SEP). 

 

2. Demanda de amparo. Colegio El Roble, sociedad civil, por conducto de su 

representante legal, promovió juicio de amparo indirecto en contra de las 

autoridades y actos siguientes: 

 

a) La SEP ante la emisión del Acuerdo 10/09/23 bajo la premisa de que vulnera 

el derecho a la educación de excelencia. 

 

b) La Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación respecto de 

la omisión de formular recomendaciones sobre la viabilidad de mejoras ante 

la implementación de las disposiciones contenidas en el Acuerdo 10/09/23. 

 

La parte quejosa planteó los conceptos de violación que estimó pertinentes, los 

cuales esencialmente se enlistan a continuación: 

 

• El Estado mexicano está obligado a garantizar el derecho a la educación, 

cuyos objetivos y fines deben regirse bajo el principio de progresividad, es 

decir, la búsqueda de la excelencia y erradicación de la ignorancia, lo que no 

acepta la adopción de medidas regresivas. 
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• El acuerdo atenta contra el derecho a la educación de excelencia pues sus 

disposiciones generan un efecto laxo en los sistemas de evaluación y 

promoción a las y los alumnos de educación primaria y secundaria. 

 

• Los criterios para acreditar las asignaturas y los grados escolares son menos 

rígidos que la normativa previamente vigente, pues elimina requisitos como 

la asistencia mínima a las escuelas, disminuye las materias que deben 

aprobarse para pasar de grado y aumenta la oportunidad del estudiantado 

de reprobar materias. Esto se traduce en normas que atentan contra la 

excelencia académica, la erradicación de la ignorancia y la disciplina escolar.  

 

• El sistema de evaluación y acreditación de las asignaturas flexible permite 

que el alumnado que no ha logrado obtener los conocimientos científicos 

necesarios para su desarrollo, prosiga en la escala de grados escalares aún 

con déficits en su aprendizaje, lo que impacta en la búsqueda de la 

excelencia académica y desincentiva el estudio. 

 

• El proceso de creación del acuerdo transgredió el derecho de la consulta 

previa de niños, niñas y adolescentes pues no existió una consulta previa, 

libre ni informada para que sus opiniones fueran consideradas en decisiones 

que les afectan directamente. 

 

3. Sentencia de amparo indirecto. El Juzgado Décimo Primero de Distrito en el 

Estado de México admitió la demanda de amparo y registró el expediente del juicio 

de amparo indirecto 1537/2023. Seguidos los trámites conducentes, celebró la 

audiencia constitucional correspondiente y emitió sentencia mediante la cual 

resolvió los puntos siguientes: 

 

• Consideró sobreseer en el juicio con fundamento en el artículo 63, fracción 

IV, de la Ley de Amparo, respecto de la omisión atribuida a la persona titular 

de la Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación ante la 

inexistencia de los actos reclamados conforme a lo señalado en su informe 

justificado aunado a que, dentro de sus atribuciones, no se encuentra la 

obligación de emitir recomendaciones sobre la implementación del acuerdo 

impugnado. 

 

• Determinó negar el amparo respecto de la emisión del Acuerdo 10/09/23 

pues, del estudio de su contenido, no se acreditó fehacientemente que los 

componentes curriculares que establecen los planes y programas de estudio 

atenten contra la excelencia académica del alumnado. Dicho acuerdo es de 

cobertura nacional y vigente para escuelas públicas y particulares de 

educación básica, por lo que su revisión se realizará de manera periódica y 

se considerará la opinión de las autoridades educativas estatales. 

 

La vulneración a los derechos de la parte quejosa no se acredita ya que la 

autoridad responsable, en el ámbito de su competencia, ha autorizado los 

programas y planes de estudios para educación básica, así como las normas 

generales para la evaluación del aprendizaje, acreditación, promoción, 

regularización y certificación del alumnado como parámetros e instrumentos 

necesarios para la realización del derecho a la educación.  

 

La autoridad responsable, al emitir el acuerdo reclamado en ejercicio de sus 

atribuciones exclusivas como autoridad federal, ponderó el interés superior 

del menor, así como los principios de educación básica pues reconoció, como 
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sujetos participantes, a las niñas, niños y adolescentes en su 

carácter de alumnas y alumnos, para que conocieran los criterios 

y procedimientos de evaluación y acreditación que les permitieran 

verificar el cumplimiento de los propósitos de cada nivel educativo, 

así como lo resultados obtenidos. 

 

La autoridad garantizó que se cumpliera el mandato constitucional 

y legal que permite la participación del alumnado en el proceso de evaluación 

y acreditación que tiene por objeto garantizar la asimilación de los contenidos 

contemplados en los campos formativos de las fases y grados de dichos 

niveles educativos. 

 

El acuerdo prioriza el interés superior de niñas, niños y adolescentes en el 

ejercicio de su derecho a la educación porque a través de la norma 

reclamada establece programas y políticas públicas que tienen como fin la 

excelencia en la educación.  

 

Los contenidos educativos son diferentes a los que rigieron el sistema 

educativo nacional previamente, sin embargo, esa situación no implica, de 

manera automática, que atenten contra el interés superior de las niñas, niños 

y adolescentes ni el derecho humano a la educación previsto en el artículo 

3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) 

pues no existe prueba fehaciente que, de manera contundente, demuestre 

tal circunstancia. 

 

El acuerdo fue emitido como parte de la obligación del Estado de proveer las 

normas y medios educativos, con base en el interés superior de las niñas, 

niños y adolescentes para promover el derecho a una educación de calidad. 

Por ello, no se advirtió la vulneración a los derechos de impartición de 

educación de excelencia ni que se promueva la indisciplina escolar. 

  

Por ende, consideró que resultó infundado el agravio de la parte quejosa, 

relativo a que la norma impugnada impide la impartición de educación de 

excelencia bajo la premisa de que genera un efecto débil y menos rígido en 

los sistemas de evaluación y promoción del alumnado. 

 

• De igual forma, determinó infundado el argumento de la parte quejosa 

relativo a que el acuerdo reclamado debía contemplar una consulta previa en 

la que participaran niñas, niños y adolescentes. El artículo 23 de la Ley 

General de Educación establece que en la elaboración de planes y 

programas de estudio se podrán fomentar acciones para que el personal 

docente, así como niñas, niños y adolescentes, puedan emitir opiniones. Por 

ende, no se incurre en la omisión reclamada. Incluso, en términos del artículo 

3o. de la CPEUM, el Estado a través de las autoridades educativas, tiene la 

obligación de priorizar el interés superior de niñas, niños y adolescentes en 

el acceso, permanencia y participación en los servicios educativos y 

programas correspondientes. 

 

4. Recurso de revisión. La parte quejosa interpuso recurso de revisión en el que 

señaló, sustancialmente, los agravios siguientes: 

 

• La sentencia recurrida vulnera el derecho a la educación de excelencia en 

términos del artículo 3o., fracción VI, de la CPEUM, pues el juzgado de 

distrito consideró, de forma errónea, que el Acuerdo 10/09/23 es 

constitucionalmente válido al permitir el tránsito del alumnado de un ciclo 
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escolar a otro por el simple hecho de tener un mínimo y, por ende, refiere 

que resulta acorde a una educación de calidad y la erradicación de la 

ignorancia. Sin embargo, la flexibilización del proceso de transición escolar 

no resulta constitucionalmente válida. 

 

• La sentencia impugnada, de manera incorrecta, considera que el Acuerdo 

10/09/23 no genera un déficit en el proceso de aprendizaje del alumnado bajo 

la premisa de que la norma impugnada sí busca la excelencia educativa. Sin 

embargo, los nuevos criterios para acreditar las asignaturas y grados 

escolares son menos rígidos y, por ende, atentan contra la excelencia 

académica como fin último de la educación en México. 

 

• El principio de progresividad impide que se pueda aligerar el proceso de 

transición escolar para que alumnas y alumnos que no deberían transitar de 

grado escolar por no contar con el aprendizaje y conocimientos necesarios, 

puedan pasar de grado en contravención de la excelencia educativa y la 

lucha contra la ignorancia. 

 

• La sentencia combatida sostiene manifestaciones y defensas propias para 

sostener la constitucionalidad del acuerdo reclamado aun cuando la 

autoridad responsable omitió rendir su informe justificado, por lo que viola el 

derecho de acceso a la tutela judicial efectiva. La persona juzgadora debió 

presumir la certeza del acto reclamado, así como su inconstitucionalidad. 

Además, omitió analizar la causa de pedir expresada en la demanda. 

 

5. Trámite ante el tribunal colegiado de circuito. El recurso de revisión correspondió 

al Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, 

órgano jurisdiccional que lo registró bajo el expediente del amparo en revisión 

242/2024 y solicitó a esta SCJN que ejerciera su facultad de atracción. 

 

6. Trámite ante esta SCJN. En sesión pública de veinticinco de septiembre de dos mil 

veinticinco, el Pleno de esta SCJN determinó reasumir su competencia originaria 

para conocer del amparo en revisión 242/2024 del índice del Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito. La Presidencia de la 

SCJN, mediante acuerdo de treinta de septiembre de dos mil veinticinco, se avocó 

al conocimiento del asunto al que correspondió el expediente del amparo en revisión 

419/2025 y ordenó su turno a la Ministra Lenia Batres Guadarrama para la 

formulación del proyecto correspondiente. 

 

7. Manifestaciones de la FGR. El Agente del Ministerio Público Federal adscrito a 

esta SCJN formuló diversas manifestaciones a modo de intervención ministerial 

respecto del presente asunto. 

 

I. COMPETENCIA 

 

8. El Pleno de la SCJN es competente para conocer del presente amparo en revisión 

con fundamento en lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso a, de la 
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CPEUM;1 81, fracción I,2 y 83 de la Ley de Amparo;3 16, fracción 

III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 

(LOPJF);4 así como de conformidad con lo previsto en el punto 

segundo, fracción IV,5 del Acuerdo General 2/2025 (12a.) del 

Pleno de la SCJN, por tratarse de un amparo en revisión del que 

determinó reasumir su competencia originaria. 

 

II. OPORTUNIDAD Y LEGITIMACIÓN 

 

9. El Pleno de la SCN considera innecesario pronunciarse sobre la oportunidad y 

legitimación en la presentación del recurso de revisión en virtud de que el tribunal 

colegiado de circuito del conocimiento atendió esos aspectos en los puntos 

considerativos segundo y cuarto de su ejecutoria, respectivamente. 

 

III. PROCEDENCIA 

 

10. En primer término, debe precisarse que la parte quejosa reclamó, entre otros 

puntos, la omisión de la Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación 

de formular recomendaciones sobre la viabilidad de mejoras respecto de la 

implementación de las disposiciones contenidas en el Acuerdo 10/09/23. 

 

11. El juzgado de distrito determinó el sobreseimiento de dicha omisión en términos del 

artículo 63, fracción IV, de la Ley de Amparo, ante la negativa de su existencia 

manifestada por la autoridad responsable en su informe justificado, aunado a que 

advirtió que la obligación de emitir recomendaciones en los términos referidos por 

la parte quejosa no se encuentra en sus atribuciones. 

 
12. El sobreseimiento no fue impugnado por la parte quejosa en el recurso de revisión, 

por lo que debe declararse firme de conformidad con lo dispuesto en la 

jurisprudencia 1a./J. 62/20066 de rubro REVISIÓN EN AMPARO. LAS 

CONSIDERACIONES NO IMPUGNADAS DE LA SENTENCIA DEBEN 

DECLARARSE FIRMES. 

 
13. En segundo término, el Pleno de esta SCJN no advierte de manera oficiosa la 

actualización de alguna causa de improcedencia o motivo de sobreseimiento, por lo 

que el presente asunto amerita el estudio de fondo correspondiente. 

 

 
1 Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia 
electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: 
[…] 
VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo las Juezas y los Jueces de Distrito o los Tribunales Colegiados de 
Apelación procede revisión. De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia: 
a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo normas generales por estimarlas directamente violatorias de 
esta Constitución, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad. 
[…] 
2 Artículo 81. Procede el recurso de revisión:   
I.  En amparo indirecto, en contra de las resoluciones siguientes: 
[…] 
e) Las sentencias dictadas en la audiencia constitucional; en su caso, deberán impugnarse los acuerdos pronunciados en la 
propia audiencia. 
3 Artículo 83. Es competente la Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer del recurso de revisión contra las 
sentencias dictadas en la audiencia constitucional, cuando habiéndose impugnado normas generales por estimarlas 
inconstitucionales, o cuando en la sentencia se establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución y 
subsista en el recurso el problema de constitucionalidad. 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante acuerdos generales, remitirá a los tribunales colegiados de 
circuito los asuntos que, conforme a los referidos acuerdos, la propia Corte determine. 
4 Artículo 16. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:  
III. Del recurso de revisión contra sentencias pronunciadas en la audiencia constitucional por los Juzgados de Distrito o los 
Tribunales Colegiados de Apelación, cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo normas generales por 
estimarlas directamente violatorias de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; subsista en el recurso el 
problema de constitucionalidad;  
[…] 
5 SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para su resolución: 
(…) 
IV. De cualquier recurso derivado de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la CPEUM, en el que se 
hubiera ejercido la facultad de atracción o se conserve su competencia originaria; 
6 Registro digital 174177. Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, 
septiembre de 2006, página 185. 
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14. En tercer término, el Pleno de esta SCJN constata que la parte recurrente no 

combatió la determinación del juzgado de distrito de declarar infundado el concepto 

de violación relativo a que el acuerdo reclamado debía contemplar una consulta 

previa en la que participaran niñas, niños y adolescentes. Por ende, dicha 

determinación no formará parte de la materia de análisis en el presente asunto. 

 

IV. ESTUDIO DE FONDO 

 

15. Materia de análisis. Versará sobre la constitucionalidad del Acuerdo 10/09/23 

emitido por la SEP, mediante el cual se establecen normas generales de 

evaluación de alumnas y alumnos de educación preescolar, primaria y secundaria, 

conforme a los agravios planteados en el recurso de revisión interpuesto por la 

parte quejosa en contra de la sentencia dictada por el juzgado de distrito. 

 

16. El artículo 3o. de la CPEUM señala que toda persona tiene derecho a la 

educación. El Estado impartirá y garantizará la educación inicial, preescolar, 

primaria, secundaria, media superior y superior. Las primeras cuatro integran la 

educación básica, la cual es obligatoria. El Estado tiene a su cargo la rectoría de 

la educación y la que imparte tiene las características de obligatoria, universal, 

inclusiva, pública, gratuita y laica. 

 
17. El artículo constitucional establece que la educación se basará en el respeto 

irrestricto de las personas con un enfoque de derechos humanos y de igualdad 

sustantiva. Además, tenderá a desarrollar armónicamente todas las facultades del 

ser humano y fomentará el amor a la Patria, el respeto a todos los derechos, las 

libertades, la cultura de paz y la conciencia de la solidaridad internacional, en la 

independencia y en la justicia. Asimismo, promoverá la honestidad, los valores y 

la mejora continua del proceso de enseñanza aprendizaje. 

 
18. Esta norma señala que el Estado priorizará el interés superior de niñas, niños, 

adolescentes y jóvenes en el acceso, permanencia y participación en los servicios 

educativos.  

 
19. El Ejecutivo Federal determinará los principios rectores y objetivos de la educación 

inicial, así como los planes y programas de estudio de la educación básica y 

normal en toda la República, los cuales tendrán perspectiva de género y 

orientación integral, por lo que incluirá el conocimiento de las ciencias y las 

humanidades.  

 
20. El criterio que orientará esa educación se basará en los resultados del progreso 

científico, luchará contra la ignorancia y sus efectos, las servidumbres, los 

fanatismos y los prejuicios. Además, este criterio será democrático, nacional, 

equitativo, inclusivo, intercultural, integral, de excelencia y contribuirá a la 

convivencia humana. 

 
21. Por una parte, la integralidad que rige la orientación de la educación básica implica 

que se deberá educar para la vida con el objeto de desarrollar en las personas 

capacidades cognitivas, socioemocionales y físicas que les permitan alcanzar su 

bienestar. Por otra parte, la excelencia se entiende como el mejoramiento integral 

constante que promueve el máximo logro de aprendizaje de las y los educandos 

para el desarrollo de su pensamiento crítico y el fortalecimiento de los lazos entre 

la escuela y la comunidad.  

 
22. El texto constitucional señala que las personas particulares podrán impartir 

educación en todos sus tipos y modalidades, con la precisión de que en la 
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educación básica deberán hacerlo con apego a los fines, criterios, 

planes y programas señalados. 

 
23. El artículo 13 del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales dispone que los Estados 

reconocen el derecho de toda persona a la educación, la cual 

debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad 

humana y del sentido de su dignidad, por lo que debe fortalecer el respeto por los 

derechos humanos y las libertades fundamentales. La educación debe capacitar 

a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre, 

favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad. 

 
24. El artículo convencional señala que las personas particulares y las entidades 

tendrán libertad para establecer y dirigir instituciones de enseñanza en tanto se 

ajusten a las normas mínimas que prescriba el Estado. 

 
25. El artículo 13 del Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre Derechos 

Humanos, en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo 

de San Salvador”, refiere que toda persona tiene derecho a la educación, la cual 

deberá orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del 

sentido de su dignidad, por lo que deberá fortalecer el respecto por los derechos 

humanos, el pluralismo ideológico, las libertades fundamentales, la justicia y la 

paz. 

 
26. La disposición convencional establece que la educación debe capacitar a todas 

las personas para participar efectivamente en una sociedad democrática y 

pluralista, lograr una subsistencia digna, favorecer la comprensión, la tolerancia y 

la amistad. Las personas particulares y las entidades tendrán libertad para 

establecer y dirigir instituciones de enseñanza de acuerdo con la legislación 

interna de los Estados. 

 
27. El derecho humano a la educación tiene el objeto de desarrollar de manera integral 

las facultades de las personas, el pleno desarrollo de su personalidad mediante la 

promoción de la mejora continua del proceso de enseñanza y aprendizaje, así 

como su capacitación a efecto de que puedan participar efectivamente en una 

sociedad libre, con prioridad en el interés superior de niñas, niños y adolescentes.  

 
28. El Estado tiene la rectoría de la educación, así como la obligación de impartir y 

garantizar la de nivel básico. El Ejecutivo Federal asume la facultad de establecer 

los principios rectores y objetivos de este tipo de educación mediante los planes y 

programas respectivos bajo criterios de integralidad y excelencia. Esta última 

entendida como el mejoramiento continuo e integral del alumnado que permita 

promover su máximo aprendizaje en aras de desarrollar su pensamiento crítico y 

afianzar los vínculos entre la escuela y la comunidad. La educación que impartan 

las personas particulares en la educación básica debe apegarse a las directrices 

indicadas por la autoridad encargada de su conducción. 

 
29. La SEP, en términos del artículo 38, fracción XIV, de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, tiene a cargo la rectoría del sistema educativo 

nacional; formular, regular, coordinar y conducir la política educativa que competa 

al Ejecutivo Federal y contribuir al fortalecimiento de las instituciones educativas 

públicas. 

 
30. Para dimensionar la relevancia de este sector educativo en el país, la SEP informó 

que 23 millones 358,341 alumnas y alumnos formaron parte de la educación 

básica durante este periodo, instruidos por 1 millón 237,782 docentes en 231,913 
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escuelas. La educación básica representa el 68% de la educación, mientras que 

la media superior y superior el 16% cada una.7 

 
31. La parte quejosa señala que la sentencia recurrida vulnera el derecho a la 

educación de excelencia y restringe la calidad de su impartición pues, contrario a 

lo resuelto, el Acuerdo 10/09/23 flexibiliza el proceso de transición escolar al 

establecer nuevos criterios menos rígidos para acreditar las asignaturas y grados 

en contravención a lo dispuesto en el artículo 3o. de la CPEUM. 

 
32. El agravio resulta infundado pues el juzgado de distrito valoró, correctamente, que 

el Acuerdo 10/09/03 cumple con la finalidad constitucional de garantizar la 

impartición de educación básica de excelencia en congruencia con el interés 

superior de niñas, niños y adolescentes. 

 
33. El acuerdo fue expedido por la autoridad educativa federal en cumplimiento de 

sus atribuciones constitucionales y legales a efecto de regular la evaluación del 

aprendizaje, la acreditación, la promoción, la regularización y la certificación de 

las alumnas y alumnos que cursan la educación básica en el Sistema Educativo 

Nacional. 

 
34. Los lineamientos establecidos en los programas y planes de estudio para la 

educación básica conforme al Acuerdo 10/09/03 impugnado se integran por los 

componentes curriculares siguientes: 

 

Siete ejes 

articuladores 

Cuatro campos 

Formativos 

12 grados de fases de 

aprendizaje 

(tres de preescolar, seis de 

primaria y tres de secundaria) 

Inclusión Lenguajes 
Fase 2. Preescolar (primero, 

segundo y tercer grados) 

Pensamiento crítico Saberes y Pensamiento Científico 
Fase 3. Primaria (primero y 

segundo grados) 

Interculturalidad crítica Ética, Naturaleza y Sociedades 
Fase 4. Primaria (tercero y 

cuarto grados) 

Igualdad de género De lo Humano y lo Comunitario 
Fase 5. Primaria (quinto y sexto 

grados) 

Vida saludable 

 
Fase 6. Secundaria (primero 

segundo y tercer grados) 

Apropiación de las 

culturas a través de la 

lectura y la escritura 

Artes y experiencias 

estéticas 

 
35. Asimismo, los criterios de acreditación y promoción establecidos en el Acuerdo 

10/09/03 combatido, conforme a cada fase y nivel educativo, se exponen a 

continuación: 

 

Fase 
Nivel 

educativo 

Resultado de 

la evaluación 

del 

aprendizaje 

Se expresará 

mediante: 

Criterios de 

acreditación 
Criterios de promoción 

Fase 2 Preescolar 

Observaciones 

y sugerencias 

en cada uno de 

los Campos 

Se acredita con el 

solo hecho de haber 

La alumna o el alumno será 

promovida(o) al grado siguiente. 

 
7 Secretaría de Educación Pública. Principales cifras del Sistema Educativa Nacional 2024-2025, disponible en: 
https://www.planeacion.sep.gob.mx/Doc/estadistica_e_indicadores/principales_cifras/principales_cifras_2024_2025_bolsillo.
pdf  

https://www.planeacion.sep.gob.mx/Doc/estadistica_e_indicadores/principales_cifras/principales_cifras_2024_2025_bolsillo.pdf
https://www.planeacion.sep.gob.mx/Doc/estadistica_e_indicadores/principales_cifras/principales_cifras_2024_2025_bolsillo.pdf
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formativos sin 

utilizar valores 

numéricos. 

cursado el grado 

correspondiente 

Fase 3 Primaria 

Números 

enteros en una 

escala de 6 a 

10, así como 

con 

observaciones 

y sugerencias 

en cada uno de 

los Campos 

formativos. 

a) El primer grado se 

acredita con el solo 

hecho de haber 

cursado el grado 

correspondiente, y 

b) Segundo, tercero, 

cuarto, quinto y 

sexto grados, con 

base en lo 

establecido en la 

columna inmediata 

que antecede, la 

alumna o el alumno 

será acreditada(o) 

cuando obtenga un 

promedio final 

mínimo de 6 en los 

Campos formativos. 

a) La alumna o el alumno que curse el 

primer grado será promovida(o) al 

siguiente grado, y 

b) En segundo, tercero, cuarto, quinto y 

sexto grados, la alumna o el alumno 

será promovida(o) al grado o nivel 

siguiente cuando acredite en los 

términos señalados en el inciso b) de la 

columna que antecede. 
Fases 

4 y 5 
Primaria 

Números 

enteros en una 

escala de 5 a 10 

y los promedios 

con un número 

entero y un 

decimal, así 

como con 

observaciones 

y sugerencias 

en cada uno de 

los Campos 

formativos. 

La calificación 

de 5 es 

reprobatoria. 

Las 

calificaciones 

de 6 a 10 son 

aprobatorias. 

Fase 6 Secundaria 

Para cada una 

de las 

disciplinas que 

conforman los 

Campos 

formativos las 

calificaciones 

se expresarán 

en números 

enteros en una 

escala de 5 a 10 

y los promedios 

con un número 

entero y un 

decimal. 

La calificación 

de 5 es 

reprobatoria. 

Las 

calificaciones 

de 6 a 10 son 

aprobatorias. 

a) Con base en lo 

establecido en la 

columna que 

antecede la alumna 

o el alumno será 

acreditada(o) 

cuando obtenga un 

promedio final 

mínimo de 6 en cada 

disciplina que 

conforman los 

campos formativos. 

b) La disciplina de 

Educación 

Socioemocional/Tut

oría, del campo 

formativo De lo 

Humano y lo 

Comunitario no se 

considerará para la 

acreditación. 

a) La alumna o el alumno será 

promovida(o) al siguiente grado cuando 

haya acreditado en los términos que 

señala el inciso a) de la columna que 

antecede; 

b) La alumna o el alumno volverá a 

cursar el grado cuando al concluir el 

ciclo escolar tenga 5 o más disciplinas 

no acreditadas; 

c) La alumna o el alumno que se 

encuentre en situación de riesgo por no 

haber obtenido calificación aprobatoria 

en hasta 4 disciplinas podrá regularizar 

esta situación, en los términos que para 

tal efecto establezcan las Normas de 

Control Escolar aplicables; 

d) La alumna o el alumno podrá 

inscribirse al grado inmediato superior 

cuando, al concluir el primero o segundo 

periodo de regularización, conserve un 

mínimo de 6 disciplinas acreditadas; 

e) La alumna o el alumno podrá 

acreditar un grado escolar de la 

educación secundaria a través de una 
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evaluación general de conocimientos, 

en los términos que para tal efecto 

establezcan las Normas de Control 

Escolar aplicables; 

f) La disciplina Educación 

Socioemocional/Tutoría del campo 

formativo De lo Humano y lo 

Comunitario no se considerará para 

promoción. 

 

36. Los criterios de evaluación y promoción contenidos en el Acuerdo 10/09/03 tienen 

carácter gradual, complementario y subsanable a efecto de garantizar el acceso, 

permanencia y participación de las alumnas y alumnos que integran los servicios 

educativos de preescolar, primaria y secundaria como parte de su mejoramiento 

progresivo: 

 

a) Las fases de preescolar y primer grado de primaria se acreditan con el solo 

hecho de haber cursado el programa respectivo, por lo que, por ese hecho, 

podrán ser promovidas al grado o nivel siguiente.  

 

b) En los supuestos de los grados segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto de 

primaria, acreditará el curso la alumna o el alumno que tenga un promedio final 

mínimo de seis dentro de los campos formativos —dentro de una escala 

numérica de cinco a diez en el que la calificación de cinco es reprobatoria 

mientras que de seis a diez son aprobatorias—, lo que permitirá su promoción 

al grado o nivel siguiente. 

 
c) En las etapas de secundaria, acreditará el curso la alumna o el alumno que 

tenga un promedio final mínimo de seis en cada disciplina que conforma los 

campos formativos, dentro de una escala numérica de cinco a diez en el que 

la calificación de cinco es reprobatoria mientras que de seis a diez son 

aprobatorias. La alumna o alumno volverá a cursar el grado si, al haber 

concluido el ciclo escolar, tuviera cinco o más disciplinas no acreditas.  

 
Los criterios de promoción permiten que la estudiante o el estudiante que se 

encuentre en situación de riesgo por no haber obtenido calificación aprobatoria 

en hasta cuatro disciplinas, podrá regularizar su situación conforme a las 

Normas de Control Escolar aplicable. En ese escenario, la alumna o alumno 

podrá inscribirse al grado inmediato superior cuando conserve un mínimo de 

seis disciplinas acreditas al concluir el primer o segundo periodo de 

regularización. Incluso, el alumnado podrá acreditar un grado escolar de la 

educación secundaria a través de una evaluación general de conocimientos. 

 

37. Estos procesos de evaluación y promoción se complementan con factores como 

el registro de las asistencias de las alumnas y los alumnos a las escuelas en las 

boletas de evaluación, las cuales fungen como referentes para la reflexión de la 

mejora continua del proceso de formación para la comunidad educativa, integrada 

por el personal docente, las personas responsables de registro, madres, padres 

de familia u tutoras, alumnas y alumnos. 

 

38. Como panorama de referencia internacional de los mecanismos de evaluación y 

promoción impugnados, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 

creó el Índice de Desarrollo Humano como medida resumida del logro promedio 

de los países en dimensiones clave del desarrollo humano: una vida larga y 

saludable, conocimiento y un nivel de vida digno. En el informe 2025, identificó a 
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los países nórdicos dentro de los índices más altos, entre los que 

se encuentran Finlandia y Dinamarca.8 

 
39. Estos dos países se encuentran entre de los 18 que 

obtuvieron puntuaciones por encima de la media de los 

integrantes de la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos (OCDE) conforme a la prueba PISA9 

2022.10 

 
40. En Dinamarca, el progreso de los alumnos en la educación primaria no depende 

de los resultados obtenidos en las evaluaciones, lo que tampoco es requisito para 

la obtención del certificado de egreso.11 En la educación secundaria se tienen 

siete escalas de calificación, respecto de las cuales la primera y la segunda son 

reprobatorias, mientras que de la tercera a la séptima son aprobatorias.12 

 
41. En Finlandia, el rango de evaluaciones comprende desde cuatro (suspendido) y 

de cinco a diez (aprobatorio), sin embargo, en los primeros tres grados de 

educación básica no se califica numéricamente en aras de evitar la caracterización 

de alumnas y alumnos13 pues su valoración se complementa con reportes 

verbales o combinaciones de ambos, pero solo con carácter descriptivo del nivel 

de desempeño respecto de los objetivos del programa de estudio.14 

 
42. Estos países cuentan con parámetros de evaluación que no dependen 

esencialmente de índices aprobatorios ni puntajes numéricos, sino que tienen 

características progresivas de carácter multifactorial. Incluso, ambos países 

cuentan con siete escalas de calificación, de las cuales dos son reprobatorias y 

cinco son aprobatorias, mientras que en México únicamente se tiene un rango 

aprobatorio (número cinco) y cinco aprobatorios (de seis a diez). 

 

43. Los esquemas de acreditación, evaluación del aprendizaje y promoción que 

contiene el Acuerdo 10/09/03 resultan compatibles con los parámetros 

constitucionales de excelencia educativa pues tienen el objetivo central de orientar 

al mejoramiento permanente y progresivo de los procesos formativos de 

promoción, así como el máximo logro de aprendizaje del alumnado para el 

desarrollo de su pensamiento crítico. 

 
44. El parámetro constitucional de excelencia educativa no establece ni delimita los 

mecanismos o componentes específicos de evaluación que debe implementar la 

autoridad educativa, pues únicamente condiciona que aseguren el desarrollo de 

 
8 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Índice de Desarrollo Humano. Disponible para su consulta en: 
https://hdr.undp.org/data-center/documentation-and-downloads  
9 Programa para la Evaluación Internacional de Estudiantes. 
10 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, Resultados PISA 2022. Disponible para su consulta en: 
https://www.oecd.org/en/publications/pisa-2022-results-volume-i_53f23881-en/full-report/how-did-countries-perform-in-
pisa_dc514907.html#tablegrp-d1e2302-92e1015b90  
11 Holz, Mauricio y Poblete, Mario, “Evaluación de estudiantes en tres países OCDE: Estonia, Finlandia y Dinamarca”, 
disponible para su consulta en: https://www.researchgate.net/profile/Mario-Poblete-
2/publication/371169336_Evaluacion_de_estudiantes_en_tres_paises_OCDE_Estonia_Finlandia_y_Dinamarca/links/64775
8f779a722376501b626/Evaluacion-de-estudiantes-en-tres-paises-OCDE-Estonia-Finlandia-y-Dinamarca.pdf  
12 Orden ejecutiva sobre la escala de calificaciones y otras evaluaciones. Disponible para su consulta en: 
https://www.retsinformation.dk/eli/lta/2007/262#B2  

12: Por una excelente actuación que demuestra un alto nivel de dominio de todos los aspectos del material 
pertinente, con pocas o ninguna debilidad menor. 
10: Por una actuación muy buena que demuestra un alto nivel de dominio de la mayoría de los aspectos del material 
pertinente, con solo pequeñas deficiencias. 
7: Por un buen desempeño que demuestra un buen dominio del material relevante, pero también algunas 
debilidades. 
4: Por una actuación aceptable que demuestra cierto dominio del material pertinente, pero también algunas 
debilidades importantes. 
02: Para un desempeño que cumpla únicamente con los requisitos mínimos de aceptación. 
00: Para una actuación que no cumple con los requisitos mínimos de aceptación. 
-3: Por una actuación inaceptable en todos los aspectos. 

13 Gripenberg, Martin y Lizarte Simón, Emilio, “El sistema educativo de Finlandia y su éxito en la prueba PISA”. Disponible en: 
https://digibug.ugr.es/bitstream/handle/10481/22302/vol03_01_jett_gripenberg_lizarte.pdf?sequence=1&isAllowed=y  
14 Disponible para su consulta en: https://eurydice.eacea.ec.europa.eu/eurypedia/finland/assessment-single-structure-
education  

https://hdr.undp.org/data-center/documentation-and-downloads
https://www.oecd.org/en/publications/pisa-2022-results-volume-i_53f23881-en/full-report/how-did-countries-perform-in-pisa_dc514907.html#tablegrp-d1e2302-92e1015b90
https://www.oecd.org/en/publications/pisa-2022-results-volume-i_53f23881-en/full-report/how-did-countries-perform-in-pisa_dc514907.html#tablegrp-d1e2302-92e1015b90
https://www.researchgate.net/profile/Mario-Poblete-2/publication/371169336_Evaluacion_de_estudiantes_en_tres_paises_OCDE_Estonia_Finlandia_y_Dinamarca/links/647758f779a722376501b626/Evaluacion-de-estudiantes-en-tres-paises-OCDE-Estonia-Finlandia-y-Dinamarca.pdf
https://www.researchgate.net/profile/Mario-Poblete-2/publication/371169336_Evaluacion_de_estudiantes_en_tres_paises_OCDE_Estonia_Finlandia_y_Dinamarca/links/647758f779a722376501b626/Evaluacion-de-estudiantes-en-tres-paises-OCDE-Estonia-Finlandia-y-Dinamarca.pdf
https://www.researchgate.net/profile/Mario-Poblete-2/publication/371169336_Evaluacion_de_estudiantes_en_tres_paises_OCDE_Estonia_Finlandia_y_Dinamarca/links/647758f779a722376501b626/Evaluacion-de-estudiantes-en-tres-paises-OCDE-Estonia-Finlandia-y-Dinamarca.pdf
https://www.retsinformation.dk/eli/lta/2007/262#B2
https://digibug.ugr.es/bitstream/handle/10481/22302/vol03_01_jett_gripenberg_lizarte.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://eurydice.eacea.ec.europa.eu/eurypedia/finland/assessment-single-structure-education
https://eurydice.eacea.ec.europa.eu/eurypedia/finland/assessment-single-structure-education
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las capacidades cognitivas, socioemocionales y físicas de las personas que les 

permitan alcanzar su bienestar. 

 
45. Por ende, no asiste la razón a la parte quejosa en cuanto a que los criterios de 

evaluación incorporados en el Acuerdo 10/09/23 resulten regresivos, flexibles, 

laxos y permisivos puesto que los lineamientos de implementación de educación 

de excelencia, en términos constitucionales, no residen en elementos como 

registros de asistencia o índices aprobatorios de asignaturas, sino en que se 

califique al alumnado de forma integral conforme a métodos que aseguren el mejor 

aprovechamiento, dentro del proceso de enseñanza aprendizaje, mediante la 

valoración de sus conocimientos, habilidades y destrezas. 

 

46. Los criterios de acreditación y promoción previstos en el Acuerdo 10/09/23 

resultan inherentes a la valoración docente sobre el análisis integral de las 

evidencias obtenidas a partir del proceso de enseñanza aprendizaje. Estos 

estándares permiten que las maestras y maestros pueden implementar 

mecanismos idóneos dentro de la formación educativa a efecto de adoptar 

determinaciones sobre la promoción de las alumnas y los alumnos al siguiente 

grado o nivel educativo, en atención a su interés superior como niñas, niños y 

adolescentes. 

 

47. Los rangos de acreditación permiten que el personal docente pueda valorar, a 

partir de criterios y escalas mínimas, el cumplimiento de los campos formativos 

por parte de las alumnas y alumnos conforme al grado y fase de aprendizaje en 

que se encuentren en aras de velar por su mejoramiento integral como personas, 

el desarrollo crítico de su pensamiento y el refuerzo de los vínculos entre escuela 

y comunidad.  

 

48. La implementación de la excelencia educativa en el nivel básico parte de 

mecanismos que aseguran el cumplimiento de los propósitos articuladores, 

formativos y académicos de manera gradual conforme a cada nivel de enseñanza 

a fin de alcanzar el máximo logro de aprendizaje, con prioridad del interés superior 

de niñas, niños, adolescentes y jóvenes. 

 
49. Por ende, la evaluación de este proceso parte, fundamentalmente, de la relación 

pedagógica generada entre docentes y alumnado dentro de los campos y 

disciplinas diseñados para cada fase académica respecto de su comprensión en 

lenguajes, saberes, pensamientos científicos, ética, naturaleza, sociedades, así 

como humanidad y comunidad. 

 
50. Contrario a lo señalado por la recurrente, la excelencia sustantiva no se garantiza 

con el registro de notas centradas en puntajes máximos o en ajustar al alumnado 

a cumplir con determinadas asignaturas aprobadas a partir mediciones numéricas 

cuantitativas limitadas a escalas superiores, pues esa perspectiva resulta 

reduccionista de la complejidad y pluralidad de factores que integran el principio 

constitucional de excelencia educativa que impacta en la formación de cerca de 

23 millones 358,341 alumnas y alumnos. 

 
51. Las personas particulares, como es el caso de la parte quejosa, tienen la 

obligación de impartir la educación básica conforme a los fines, criterios, planes y 

programas que instruya la autoridad educativa federal como normas generales 

que establece el Estado para su implementación. Máxime que el acuerdo 

impugnado, como estándar mínimo de evaluación, no restringe la implementación 

de programas de formación complementarios, la integración de métodos de 

enseñanza alternativos o la adopción de estrategias didácticas optativas 

orientadas a fortalecer el aprendizaje. 
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52. Esta SCJN ha señalado15 que el derecho a la educación 

constituye un elemento básico que habilita la generación de 

condiciones necesarias para el ejercicio de la autonomía personal 

en tanto garantice el desarrollo de las capacidades del ser 

humano mediante la construcción de las capacidades necesarias 

que le permita formar parte integral activa de una sociedad 

democrática.  

 
53. Los mecanismos de evaluación del aprendizaje, acreditación, promoción, 

regularización y certificación contemplados en el Acuerdo 10/09/23 aseguran la 

provisión del entrenamiento intelectual conforme a criterios que promueven la 

mejora continua de los procesos formativos de alumnas y alumnos para dotarlos 

de autonomía y habilitarlos como personas integrantes de una convivencia 

democrática.16 

 
54. La norma impugnada debe asumirse como una medida progresiva, continua y 

complementaria que buscar garantizar el grado máximo del derecho a la 

educación integral en todas sus fases dentro del cúmulo de acciones graduales 

que tiene el Estado a su disposición para consolidar su plena efectividad, cuyo fin 

último radica en último de desarrollar armónicamente todas las facultades del ser 

humano en corresponsabilidad con su entorno social. 

 
55. En consecuencia, toda vez que el Acuerdo 10/09/23 cumple con su finalidad 

constitucional de garantizar la impartición de la educación básica de excelencia 

en el Sistema Educativo Nacional, el agravio de la recurrente resulta infundado. 

 
56. En segundo término, la parte quejosa señala que resultó incorrecto que el juzgado 

de distrito hubiera sostenido la constitucionalidad del acuerdo reclamado aun 

cuando la autoridad responsable fue omisa en rendir su informe justificado. 

 
57. La expedición de normas generales constituye una cuestión de derecho que no 

es objeto de prueba, por lo que su existencia no deriva del desahogo de informes 

justificados ni depende de los argumentos vertidos en la demanda de amparo, de 

los informes justificados de las autoridades responsables o de otros medios de 

valoración, conforme a los criterios jurisprudenciales siguientes: 

 

• LEYES. NO SON OBJETO DE PRUEBA.17  

 

• PRUEBA. CARGA DE LA MISMA RESPECTO DE LEYES, 

REGLAMENTOS, DECRETOS Y ACUERDOS DE INTERÉS GENERAL 

PUBLICADOS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN.18  

 
58. La falta de presentación de informes justificados por parte de las autoridades 

responsables, en los casos en que se les reclama la expedición de normas 

generales, no implica que los argumentos de inconstitucionalidad expuestos en su 

contra se tengan por ciertos, en tanto su existencia se verifica por parte de los 

 
15 Datos de localización: Tesis 1a./J. 82/2017 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 47, 
octubre de 2017, Tomo I, página 178. Registro digital: 2015295. De rubro: “DERECHO A LA EDUCACIÓN BÁSICA. SU 
CONTENIDO Y CARACTERÍSTICAS.” 
16 Datos de localización: Tesis 1a./J. 81/2017 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 47, 
octubre de 2017, Tomo I, página 184. Registro digital: 2015299. De rubro: “DERECHO FUNDAMENTAL A LA EDUCACIÓN 
BÁSICA. TIENE UNA DIMENSIÓN SUBJETIVA COMO DERECHO INDIVIDUAL Y UNA DIMENSIÓN SOCIAL O 
INSTITUCIONAL, POR SU CONEXIÓN CON LA AUTONOMÍA PERSONAL Y EL FUNCIONAMIENTO DE UNA SOCIEDAD 
DEMOCRÁTICA.” 
17 Datos de localización: Tesis aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  Séptima Época Volumen 65, Primera 
Parte, página 15. Registro digital: 233090.  
18 Datos de localización: Tesis: 2a./J. 65/2000 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. 
Tomo XII, agosto de 2000, página 260. Registro digital:191452 
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órganos jurisdiccionales conforme a la valoración de los hechos notorios que 

tenga a su disposición. 

 

59. En consecuencia, aun cuando la SEP no rindió su informe justificado, la existencia 

de la emisión del Acuerdo 10/09/23 se acreditó a partir de su publicación en el 

DOF de veintisiete de noviembre de dos mil veintitrés. A partir de ello, el juzgado 

de distrito procedió a analizar la integridad de la demanda conforme a los 

conceptos de violación referidos por la parte quejosa. Por ende, el agravio de la 

recurrente relativo a la vulneración al derecho de acceso a la tutela judicial efectiva 

resulta infundado. 

 
V. DECISIÓN 

 
Por lo expuesto y fundado, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

resuelve: 

 

PRIMERO. Queda firme el sobreseimiento decretado conforme al punto 

considerativo tercero de esta sentencia. 

 

SEGUNDO. En la materia de la revisión, se confirma la sentencia recurrida. 

 

TERCERO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a la parte quejosa 

respecto del Acuerdo 10/09/23 por el que se establecen las normas generales 

para la evaluación del aprendizaje, acreditación, promoción, regularización y 

certificación de las alumnas y los alumnos de educación preescolar, primaria y 

secundaria. 

 

Notifíquese, con testimonio de esta ejecutoria; devuélvanse los autos al Tribunal 

Colegiado de origen y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto 

concluido. 

 


